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denunciadas, los funcionarios de administración no darian a basto con lo que 

observan como irregular, volviéndose verdaderos inspectores de moralidad 

pública que advertía el Art. 261 de la Constitución de 1823. El art. 88 de la 

lay Nº 21.659 señala que:  

 

 Cuando la autoridad fiscalizadora respectiva verifique el incumplimiento de  esta 
ley o de su reglamento deberá presentar una denuncia ante el juzgado de policía 
local que  corresponda, con el objeto de que se inicie un procedimiento 
contravencional y se aplique, en su  caso, alguna de las sanciones previstas en el 
Título siguiente, y deberá informar de este hecho a la  Subsecretaría de Prevención 
del Delito. 
    Si la Subsecretaría de Prevención del Delito toma conocimiento de una infracción a 
lo dispuesto  en esta ley deberá presentar directamente una denuncia ante el 
juzgado de policía local respectivo,  con el objeto de que se inicie el procedimiento 
contravencional referido en el inciso anterior, previa  coordinación con la autoridad 
fiscalizadora.   

 

 

Lo anterior y como es evidente, pone a la autoridad en un imperativo que le 

resta toda discrecionalidad y poder de gestión para el cumplimiento de la ley, 

que no sea la última ratio del castigo, colocándola como la primera ratio. Lo 

dicho colisiona materialmente con una disposición del art. 96 Nº 6 del mismo 

texto legal, que castiga la eventualidad de no subsanar dades 

, por lo qu,  por un lado el cuerpo 

normativo no da libertad alguna a fiscalizador y por la otra las reconoce, y 

frente al incuplimiento de esta la consagra como infracción.  

 

Se propone que el verbo rector de

haciendola armónica la naturaleza de la infraccionalidad adminstrativa. 

  

g) Limitación a la recursividad:  La Ley Nº 21.659 otorgó facultades 

sancionatorias a la Subsecretaria de Prevención del Delito (SPD) mediante 

 

Dichas potestades en comento, nunca ante la detentó un órgano de la 

Administración del Estado, puesto que por casi 45 años la regulación de ley 

sectorial (D.L. 3607), esta entregó enteramente el conocimiento y fallo 

infraccional administrativo a los tribunales de policía local. La nueva 
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instauración viene a violar el principio de no regresión sancionatoria, fijado 

por el Tribunal Constitucional a raíz de materias sanitarias, por el que, si un

asunto era entregado a la actividad de castigo de un tribunal de justicia, esto 

no puede ampliarse posteriormente a un órgano de la Administración del 

Estado, todo vez que los primeros son garantía de una mayor imparcialidad 

y los segundo obedecen al interés público, siempre cambiante y de alta 

politicidad.  

A esta innovación de la nueva ley, debe ser añadido que el poder de castigo 

e las SPD y conforme al Art. 

109 del cuerpo anotado, tratándose de cuestiones falladas en sede de 

Policía local, constituyéndose eventualmente en un doble castigo, contra el 

prinicipio non bis in idem.  

A no ser menos, el Art. 111 señala que contra la actividad resolutiva de la 

solamente el reclamo de ilegalidad ante la Corte de Apelaciones pertinente, 

 

Revisado el proyecto de ley que hoy tiene Nº 21.659, en el seno del Tribunal 

Consticional, la votación favorable de sala fue de tres contra dos votos, falta 

de unanimidad que se hizo patente, porque la ley no puede limitar el 

conocimiento y recursividad, y lo que estaba haciendo es vedando la 

posiblidad del examen, conocimiento y fallo de la tercera sala contitucional 

de la Corte Suprema, asegurando la administración que sus resoluciones de 

castigo no estuvieran sometidas al control de constitucional del maximo 

tribunal.  

Se propone radicar en los tribunales de policía local la exclusividad 

sancionatoria, y de persistir la idea de castigo bi-compartida con la 

admnistración, modificar el Art. 111 consagrando la posiblidad de recurso 

ante la Corte Suprema.  

 


